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F A L L O

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por las partes contra la sentencia del 14 de septiembre de 2009 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca
, que resolvió:

“ARTÍCULO PRIMERO: DECLÁRASE LA NULIDAD PARCIAL de la liquidación oficial de Revisión No. 50642004000020 de junio 7 de 2004, proferida por la División de Liquidación de la DIAN, Administración de Impuestos de Cali, y la Resolución No. 050662005000003 de junio 30 de 2005, expedida por la División Jurídica, que confirmó la primera, mediante las cuales se modificó la declaración del Impuesto sobre la Renta y Complementarios del año gravable de 2000 a cargo de la sociedad BRISTOL MYERS SQUIBB DE COLOMBIA LTDA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

ARTÍCULO SEGUNDO: Como restablecimiento del derecho FÍJESE como total saldo a favor de la actora la suma de mil ochocientos cuarenta y seis millones ciento veintisiete mil pesos mcte ($1.846.127.000) conforme a la liquidación inserta en la parte considerativa de presente proveído.

ARTÍCULO TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.”

1. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

· El 6 de abril de 2001, Bristol Myers Squibb LTDA.
, presentó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios correspondiente al año 2000, en la que liquidó un saldo a favor de $2.628.051.000.

· El 8 de septiembre de 2003, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de Impuestos y Aduanas de Cali, profirió el Requerimiento Especial No. 050632003000035 con el que propuso modificar la declaración referida para disminuir el saldo a favor, por efecto de desconocer costos y deducciones, e imponer la sanción por inexactitud.

· El 7 de junio de 2004, la División de Liquidación de la Administración de Impuestos y Aduanas de Cali expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 50642002000020 por la que modificó el denuncio privado de renta de año gravable 2000 en en el sentido de: I. rechazar: (i) costos en cuantía de $60.585.000 por mercancía dada de baja por destrucción, $502.768.000 por provisión de mercancía dada de baja y $1.793.503 por concepto de pérdida en devoluciones y (ii) deducciones en cuantía de $15.426.000 por contribución a la Superintendencia de sociedades, $105.357.643 por pagos de cuotas por asociación a clubes sociales y $753.898.858 por provisión de obsolescencia de bines inactivos, II. E imponer la sanción por inexactitud en cuantía de $1.809.662.000.

· El 30 de junio de 2005, la División Jurídica Tributaria de la Administración de Impuestos y Aduanas de Cali, previa interposición del recurso de reconsideración, profirió la Resolución No. 050662005000003 que confirmó la Liquidación Oficial de Revisión No. 50642002000020.

2. ANTECEDENTES PROCESALES

LA DEMANDA

BRISTOL MYER SQUIBB DE COLOMBIA LTDA, a través de apoderado judicial, propuso las siguientes pretensiones:

“1. Que se declare la nulidad de la Liquidación de Revisión No. 50642004000020 del 7 de junio de 2004, proferida por la División de Liquidación de la DIAN, Administración Local de Impuestos de Cali, y de la Resolución No. 050662005000003 del 30 de junio de 2005, proferida por la División Jurídica, por la cual se confirmó la liquidación oficial de revisión.

2. Que en consecuencia se restablezca el derecho de la sociedad, declarando en firme la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios por el año gravable 2000

3. Que se condene en costas a la parte demandada, en el evento de que las anteriores pretensiones sean favorables a mi poderdante, toda vez que la DIAN profirió un requerimiento extemporáneo. Así mismo rechazó una deducción a la cual la compañía tenía derecho, desconociendo el acervo probatorio que obra en el expediente desde la vía gubernativa.”

Invocó como normas violadas las siguientes:

· Constitución Política: artículos 95 numeral 9º; 338 y 363.

· Estatuto Tributario: artículos 26, 63, 64, 77, 107, 148, 647, 683, 705 y 706.

· Ley 223 de 1995: artículo 264 

· Decreto 187 de 1975: artículo 25 y 28.

Las causales de nulidad propuestas se resumen así:

1. Requerimiento especial extemporáneo. Violación de los artículos 705, 706 y 714 del Estatuto Tributario, por interpretación errónea.
El demandante sostuvo que el artículo 714 del E.T. establece que las declaraciones privadas que arrojan saldos a favor quedan en firme dos años después de la presentación de la solicitud de devolución o compensación sin que se haya notificado el requerimiento especial. Que, en concordancia con lo anterior, el artículo 705, ibídem, dispone que el término para notificar el requerimiento especial cuando las declaraciones presentan saldos a favor, es de dos años, contados desde la presentación de la solicitud de devolución o compensación respectiva. 

Explicó que aunque el artículo 705 E.T. establece un término de caducidad para que la Administración ejerza las facultades de fiscalización, el artículo 706 prevé la suspensión de dicho término cuando la Administración adelanta otras actuaciones que persigan el mismo fin, como la inspección tributaria o el emplazamiento para corregir. Que así, la expresión “suspensión” que contiene el artículo 705 no debe alterar el término de caducidad, ya que esta no se asimila al de la prescripción, en la cual el término sí puede ser suspendido.

Que, sin embargo, la Administración asimiló la suspensión a la interrupción de términos, de manera que al finalizar la inspección tributaria adicionó el tiempo restante para completar los dos años de los que disponía para notificar el requerimiento especial

El demandante explicó su tesis así: Dijo  que la fecha inicial de firmeza de la declaración del impuesto sobre la renta del año 2000 era el 13 de junio de 2003. Que en virtud de la notificación del auto de inspección tributaria, que tuvo ocurrencia  el 6 de junio de 2003, el término para notificar el requerimiento se suspendió por tres meses, esto es, hasta el 6 de septiembre de 2003. Que como el único efecto que tenía la suspensión del término de caducidad era aplazar la firmeza inicial, pero únicamente hasta el día hábil siguiente al que se cumplieran los tres meses de la inspección tributaria, el plazo de firmeza se extendió  hasta el 8 de septiembre de 2002. Que habida cuenta de que el requerimiento especial fue notificado el 11 de septiembre de 2003, ese requerimiento se notificó de forma extemporánea. 

2. Desconocimiento del costo de la pérdida por destrucción de inventarios. Violación de los artículos 95, numeral 9; 338 y 363 C.P.; 26, 77 y 107 E.T.;  y 264 de la Ley 223 de 1995 por falta de aplicación. Violación de los artículos 63 y 64 E.T. y 25 y 28 del Decreto 187 de 1975 por interpretación errónea, y 148 E.T. por indebida aplicación. 
El demandante sostuvo que el objeto de la controversia giraba en torno al reconocimiento del costo originado en la destrucción de inventarios dados de baja por expiración, devolución y la utilización de la provisión constituida para tales efectos en el periodo anterior. Explicó la configuración de las causales de nulidad, así:

2.1. Violación del artículo 264 de la Ley 223 de 1995, por falta de aplicación. La Administración reconoce la diferencia de criterios.
Sostuvo que Administración no ha tenido un criterio uniforme respecto al reconocimiento de la pérdida por la destrucción de inventarios. Que por esa razón, la propia DIAN suscribió el Acta No. 002 de 23 de junio de 2004 en la que manifestó que “No existe unidad de criterio en relación con la deducción de pérdidas de inventarios de mercancía de fácil destrucción o pérdida y, en consecuencia, las Administraciones Tributarias, (…), no pueden objetar las actuaciones tributarias realizadas por los contribuyentes”.

Que, con fundamento en lo anterior, debía darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 264 de la Ley 223 de 1995, según el cual, los contribuyentes que actúen con base en conceptos escritos de la Subdirección Jurídica de la Dirección Nacional de Aduanas Nacionales pueden sustentar con éstos sus actuaciones en la vía gubernativa y en la jurisdiccional. 

2.2. Violación de los artículos 338; 95, numeral 9; 363 de la Constitución Política;  26 y 683 del Estatuto Tributario, por falta de aplicación.
Alegó que se viola el artículo 338 de la Carta Política, por falta de aplicación, porque la DIAN  rechazó el costo derivado de la destrucción de inventarios sin fundamento. 

Que, por las mismas razones, la DIAN violó el artículo 26 E.T. Que la DIAN  argumentó que no existía una disposición legal que permitiera  a los contribuyentes que utilicen el sistema de inventarios permanentes a deducir las pérdidas en el proceso de depuración de la renta. Que esa interpretación es errada porque el artículo 28 del Decreto 187 de 1975 sólo prohíbe la deducción si es causada por la destrucción o pérdida de activos movibles para contribuyentes que determinen el costo de la mercancía por el sistema de juego de inventarios.

Que, en consecuencia, la DIAN violó, por falta de aplicación las normas mencionadas, así como el artículo 363 C.P y 683 E.T. que consagran el principio de equidad, en concordancia con el artículo 95, numeral 9, de la Constitución que establece el deber de contribuir a las cargas públicas, pero en lo que corresponda pagar al contribuyente. 

2.3. Violación de los artículos 77 y 107 del Estatuto Tributario, por falta de aplicación. 
Dijo que el artículo 77 del E.T. establece que para que los costos sean reconocidos fiscalmente, deben cumplir los mismos requisitos que se exigen para las deducciones. Que, por eso, el costo originado en la destrucción de inventarios debía analizarse bajo los parámetros del artículo 107, ibídem.

Que así, como la empresa debía destruir inventarios por disposición legal, el costo generado por esta pérdida operacional cumplía con los requisitos generales de causalidad, necesidad y proporcionalidad previstos en el artículo 107 del E.T. para que fuera deducible.

En relación con la causalidad, manifestó que el negocio de la empresa era la comercialización de productos farmacéuticos. Que dentro del desarrollo de ese negocio, era perfectamente normal que algunos productos expiraran antes de ser vendidos, o fueran devueltos porque su fecha de expiración estaba próxima, luego, dijo que la pérdida que ello generaba obedecía a la realidad de la industria farmacéutica. 

En cuanto al requisito de la necesidad, sostuvo que la destrucción de los inventarios tenía origen en el cumplimiento de un deber legal, entre otros, el previsto en el Decreto Ley 1298 de 1994, en el Decreto 677 de 1995 y en la Resolución 3183 de 1995 del Ministerio de Salud que exigen destruir los inventarios que ya no pueden ser usados para el consumo humano. Que por eso, la destrucción de los bienes no era caprichosa.

Respecto de la proporcionalidad, explicó que los inventarios que se destruyeron estaban claramente identificados en las actas de destrucción correspondientes que se aportaron como prueba. Que, además, la administración no cuestionó este requisito.

Por último, adujo que los requisitos de necesidad y proporcionalidad debían ser analizados con criterio mercantil, por disposición del artículo 107 E.T. Que, por ello, la DIAN violó los artículos 77 y 107 del E.T., por falta de aplicación.

2.4. Violación de los artículos 63 y 64 del Estatuto Tributario y 25 del Decreto 187 de 1975, por interpretación errónea.
Dijo que la Administración basó su actuación en una interpretación equivocada de los artículos 64 y 148 del E.T., al concluir que estas normas prohíben la deducción por la destrucción o pérdida de los inventarios.

Señaló que los artículos 63 y 64 del E.T. establecen ciertas limitaciones, aplicables únicamente a contribuyentes cuya actividad es la comercialización y que utilizan el sistema de inventario periódico. Que de esa restricción no podía derivarse una limitación aplicable a los fabricantes y comercializadores que utilizan el sistema de inventarios permanentes, como es el caso de la parte actora.

Explicó que en el juego de inventarios, para determinar el saldo del inventario, únicamente se reconoce la disminución de las mercancías vendidas y, en el caso de los contribuyentes que tengan mercaderías de fácil destrucción o pérdida, las existencias vendidas pueden adicionarse en un 5%, pero que, en todo caso, se prohíbe la deducción de las pérdidas en el actico movible. O lo que es lo mismo, en el jugo de inventarios el costo de ventas está constituido por el valor de las mercancías vendidas y el 5% de las unidades de fácil destrucción.

Que, por el contrario, para los contribuyentes que utilizan el sistema de inventarios permanentes no se permite la disminución de las existencias finales, ya que, como el control es constante, puede conocerse en todo momento el costo de la mercancía vendida. Que como no existe ninguna prohibición similar a la del artículo 64 del E.T. aplicable a los contribuyentes que utilicen este sistema, la deducción de la pérdida originada por la destrucción de inventarios debe reconocerse de acuerdo con la regla general del artículo 107 del E.T. 

2.5. Violación del artículo 148 del Estatuto Tributario, por indebida aplicación.
La parte actora dijo que para la DIAN no era aplicable el artículo 107 del E.T., sino el artículo 148, ibídem, que regula la deducción de las pérdidas ocurridas por fuerza mayor. Que, sin embargo, esa norma era inaplicable al caso de la destrucción o devolución de productos vencidos en la industria farmacéutica, dado que éstas son pérdidas ordinarias u operacionales.

Explicó que el artículo 148 del E.T. no prohíbe la deducción por pérdida de inventarios, sino que limitaba esa deducción para el caso de contribuyentes que utilizaran el juego de inventarios, para impedir una depuración indebida, ya que en este caso la renta se disminuye por el incremento del costo.

2.6. Violación del principio de equidad tributaria.

Señaló que el legislador reconoció que quienes utilicen el sistema de juego de inventarios pueden disminuir hasta en un 5% las unidades del inventario final para reconocer así la perdida de inventarios. Que luego, quienes lleven el sistema de inventarios permanentes deben reconocer dicha perdida aumentando el costo, pues de no hacerlo recibirían un tratamiento fiscal desfavorable, sin que existiera una disposición razonable que lo justifique.

2.7. Movimiento de la provisión de mercancía dada de baja.
Sostuvo que la compañía no solicitó como deducción el valor de una provisión, pero que la Administración desconoció la utilización, en el año 2000, de una provisión constituida en el año 1999 por la suma de $502.593.000, para inventarios que se dieran de baja.

Explicó que la utilización de la provisión tuvo lugar por la expiración de inventarios o la devolución de productos caducados que fueron destruidos. Que así, al encontrarse provisionado ese gasto, se castigó la provisión, lo que originó un gasto deducible fiscalmente, en tanto que ocurrió una pérdida.

2.8. Violación del artículo 107 del Estatuto Tributario, por interpretación errónea.
Adujo que la Administración desconoció la suma de $874.638.000, contenida en el renglón 49 de la declaración de renta, correspondiente a otras deducciones, por concepto de contribución a la Superintendencia de Sociedades, pago de las cuotas a asociaciones y clubes y la utilización de la provisión constituida en 1999 para bienes inactivos.

2.9. La contribución a la Superintendencia de Sociedades es un gasto deducible.
Sostuvo que la Administración negó la deducción de la contribución pagada a la Superintendencia de Sociedades con fundamento en el concepto No. 52216 del 16 de agosto de 2002, pero que este fue anulado por el Consejo de Estado.

Que, en todo caso, este era un gasto de administración deducible de conformidad con lo establecido en el artículo 107 del E.T.

2.10. Las cuotas para asociaciones y clubes sociales son deducibles.

Dijo que los pagos efectuados a las asociaciones gremiales son una expensa necesaria desde el punto de vista comercial pues se trata de gastos de representación de la compañía frente a asociaciones del sector al que pertenece.

Que los pagos efectuados a los clubes sociales son gastos en los que la compañía debe incurrir, entre otras finalidades, para poder realizar reuniones de trabajo con clientes y proveedores. Que, por esta razón, tenían relación de causalidad con la actividad comercial de la sociedad y resultan necesarios para el desarrollo de sus negocios.

2.11. Las utilización de la provisión para bienes inactivos constituida en 1999 es deducible.
Señaló que el valor rechazado por la DIAN no correspondía a la constitución de una provisión en el año 2000 que pretendiera ser deducida en esa misma vigencia. Que la glosa versaba sobre la diminución de una provisión constituida en 1999, que recibió el tratamiento de gasto no deducible en ese periodo, razón por la cual, la disminución en la provisión debía tratarse como un ingreso no gravable.

Manifestó que la Administración no tuvo en cuenta que en el año 1999, año de la constitución de la provisión, no se tomó como deducible, pero que una vez utilizada en el año 2000, se convirtió en un gasto deducible.

2.12. La sanción por inexactitud es improcedente.
Sostuvo que por las razones que se expusieron no se configuró inexactitud y que, además, no se cumplieron los requisitos del artículo 647 E.T. para imponer la sanción, pues las deducciones en discusión existían y los datos declarados no eran falsos, equivocados, incompletos o desfigurados. 

Que, en todo caso, la sanción era improcedente porque existían diferencias de criterio sobre el derecho aplicable. Que, tanto así, que la Administración, en el Acta No. 002 reconoció la diferencia de criterios en cuanto a la deducibilidad de las pérdidas de inventario de mercancías de fácil destrucción o pérdida.
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda en los siguientes términos.

1. Extemporaneidad en el requerimiento especial.
Señaló que el artículo 731 del E.T. exige que las nulidades de los actos administrativos impugnados deben proponerse dentro del término para interponer el recurso de reconsideración, de tal manera que no es factible formular ante la jurisdicción alegatos no discutidos en la vía gubernativa.

Que examinado el recurso interpuesto por la parte actora contra los actos administrativos demandados, verificó que el recurso se limitó a exponer motivos de inconformidad contra las glosas relacionadas con el desconocimiento de costos y deducciones, es decir, no discutió la extemporaneidad invocada en la demanda.

2. Desconocimiento del costo de la pérdida por destrucción de inventarios.
Señaló que la destrucción de medicamentos vencidos en observancia de disposiciones administrativas no era un hecho constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito para efectos de establecer el costo o gasto en el impuesto sobre la renta y complementarios. Para respaldar esta afirmación se remitió a la sentencia del 29 de septiembre de 2005, proferida por el Consejo de Estado en el expediente No. 13076. 
3. Otros gastos deducibles. 
Sostuvo que según la Corte Constitucional, tal y como lo advirtió en la sentencia C-152 del 1997, la contribución a la Superintendencia de Sociedades es una contribución parafiscal. Que, por ello, la DIAN, mediante el Concepto No. 017218 del 20 de marzo de 2002, señaló que esta erogación no era un gasto normal o acostumbrado en el que debían incurrir los contribuyentes dentro de sus actividades económicas y que, en consecuencia, en aplicación del artículo 107 del E.T., no era deducible.

Señaló que las cuotas de sostenimiento a clubes no eran deducibles en la medida en que no tenían relación de causalidad con la actividad productiva de la empresa

Finalmente, en cuanto a la sanción por inexactitud, advirtió que la demandante incurrió en una de las conductas descritas en el artículo 647 del E.T. al incluir en la declaración del impuesto sobre la renta expensas improcedentes, pues no pueden tratarse ni como costos ni como deducciones.

LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda.

Frente a la causal de nulidad referida a la extemporaneidad del requerimiento especial, manifestó que cuando se suspende un plazo, este deja de correr por un periodo determinado, al cabo del cual se reanuda el conteo del plazo suspendido. Explicó que en el presente caso, el término de la firmeza de la declaración de renta que inicialmente vencía el 13 de junio de 2003, se suspendió desde el 6 de junio de 2003 hasta el 6 de septiembre del mismo año. Que se reanudó desde el 6 de septiembre hasta  el 13 de septiembre de 2003. Que, por consiguiente, el requerimiento especial se notificó oportunamente  el 11 de septiembre de 2003.

En relación con el reconocimiento de los costos originados por la destrucción de inventarios, explicó que si bien la parte actora estaba en la obligación de determinar el costo de enajenación de los activos movibles por el sistema de inventarios permanentes, en el que no se establece la disminución del inventario por destrucción o pérdida, como sí ocurre en el sistema de juego de inventarios tal como lo prevé el artículo 64 E.T., esta circunstancia no era óbice para negar los costos asociados a la destrucción de los inventarios.

Que, en el caso objeto de análisis, la destrucción de inventarios de productos farmacéuticos ocurría por el cumplimiento de normas sanitarias o prácticas mercantiles ordinarias, y que, en esas condiciones, constituían una expensa necesaria para la empresa demandante en la percepción de ingresos, deducible según el artículo 107 E.T.

El a quo  fundamentó la decisión en las sentencias del 25 de septiembre de 2006, y del 7 de febrero de 2008, dictadas por el Consejo de Estado dentro de los expedientes 15032 y 15960. 

Agregó que la demandante incluyó en la declaración del impuesto sobre la renta como costo de ventas la suma de $2.356.856.000 por la destrucción de medicamentos vencidos y el castigo de las provisiones por obsolescencia, que, por eso, no le asistía la razón a la DIAN cuando afirmó que la parte actora solicitó como deducible la constitución de una provisión pues lo que se llevó como costo fue la destrucción efectivamente realizada.

En relación con contribución a la Superintendencia de Sociedades se remitió a lo señalado por el Consejo de Estado en la Sentencia del 13 de octubre de 2005, expedientes acumulados 13631 y 14122, para concluir que este era un gasto deducible.

Frente a los pagos a clubes sociales sostuvo que estos no guardaban relación de causalidad con la actividad productora de renta, en tanto que no eran necesarios, no hacían parte de los gastos acostumbrados, no eran indispensables y no contribuían con la actividad productora de renta, por lo que no eran deducibles al no cumplir los presupuesto del artículo 107 E.T.

Por ultimo, en relación con la provisión por bienes obsoletos, dijo que si bien en los artículos 90 y 141 E.T. se reconocía la deducción de la pérdida originada en la enajenación de activos, no se autorizaba este tratamiento para las provisiones constituidas para cubrir esta contingencia, por lo que rechazó la deducción de la provisión constituida por pérdidas en la venta de activos fijos.

Finalmente, señaló que la sanción por inexactitud era procedente porque la parte actora llevó factores equivocados a la declaración del impuesto sobre la renta. De igual forma, que esas inconsistencias no obedecieron a errores de apreciación de las normas aplicables y que, en consecuencia no se configuró la diferencia de criterios.
EL RECURSO DE APELACIÓN

Las partes apelaron la sentencia del Tribunal.
La DIAN señaló que rechazó los valores llevados como costo por la mercancía dada de baja, por cuanto no se cumplían los requisitos establecidos en el artículo 107 del E.T., y porque el artículo 148, ibídem, sólo reconoce como deducibles las pérdidas sufridas por fuerza mayor.

Agregó que el artículo 64 del E.T., aplicable para los contribuyentes que utilizan el sistema de inventario periódico, no incorporaba un beneficio tributario. Que, por el contrario, constituye una limitación al permitirles solicitar como costo de ventas únicamente el de las unidades vendidas, y en el caso de mercancía de fácil destrucción o pérdida, hasta un cinco por ciento del inventario final o un porcentaje mayor si se acreditaba un hecho constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito.

Sostuvo que la destrucción de mercancía obsoleta es una práctica utilizada en el cumplimiento de normas sanitarias, es decir que no corresponde a una eventualidad o caso fortuito. Que la parte actora, al tener un sistema de inventario permanente, registraba contablemente las destrucciones en el activo movible como una disminución en el inventario y cargaba su valor al estado de resultados conforme a la constitución de una provisión, que no es deducible fiscalmente ni como costo ni como deducción.

Respecto de la deducción por pagos a la Superintendencia de Sociedades, sostuvo que no era procedente por cuanto no cumplía con las condiciones establecidas en el artículo 107 de E.T. para su reconocimiento.

La Demandante dijo que la deducción del gasto originado por el pago de cuotas de sostenimiento a clubes sociales era procedente por estar relacionadas causalmente con la actividad productora de renta de la compañía. 

Explicó que la ley tributaria no define el nivel de causalidad requerido para tener una expensa como deducible. Que basta que se compruebe la relación entre el gasto incurrido y la actividad productora de renta, mas no frente a un ingreso específico.

En relación con la provisión por la pérdida en la venta de maquinaria obsoleta, insistió en que el valor rechazado no correspondía a la constitución de una provisión que pretendiera ser deducida como lo entendió la DIAN. Que la discusión versaba sobre la disminución o utilización, en el año 2000, de una provisión constituida en 1999, tratada al momento de su constitución como un gasto no deducible.

Finalmente, sostuvo que, por las razones expuestas, debía decaer también la sanción por inexactitud, en tanto que no se configuraba ninguno de los supuestos previstos en el artículo 647 del E.T. pues los gastos llevados como deducibles no eran inexistentes o falsos, no provenían de operaciones simuladas y tampoco correspondían a datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados. 

Que así mismo, no hubo omisión de ingresos o inclusión de beneficios ni deducciones inexistentes, pues la misma Administración reconoció que se trataba de gastos debidamente soportados. Que, en consecuencia, la discusión gira en torno a la interpretación del derecho aplicable. Y que, en ese entendido, se configuró la diferencia de criterios que exime de la aplicación de la sanción por inexactitud.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
La demandante reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso de apelación. 

La DIAN reiteró lo dicho en la contestación de la demanda.
El Ministerio Público solicitó revocar parcialmente la sentencia apelada. Sostuvo que el Consejo de Estado interpretó que, aun cuando en el sistema de inventario permanente no estaba prevista la disminución por faltantes de mercancías de fácil destrucción o pérdida, la pérdida si podía ser aceptada como un costo siempre que se demuestre la ocurrencia de la pérdida, la relación de causalidad entre ese hecho y la actividad productora de la empresa, la necesidad y la proporcionalidad, y no se hubiera reconocido la deducción por otro medios. 

Que en consecuencia, los productos farmacéuticos vencidos o deteriorados que se deben destruir en cumplimiento de normas de sanidad pública, genera para el contribuyente un costo que puede ser tenido en cuenta al depurar la renta.

Sobre la deducción de los pagos efectuado a clubes sociales, dijo que era improcedente por no cumplir con el requisito de necesidad del gasto.

En relación con la deducción de la contribución a la Superintendencia de Sociedades, conceptuó que era procedente de acuerdo con lo establecido por el Consejo de Estado en la sentencia del 13 de octubre de 2003, proferida dentro de los procesos acumulados 13361 y 14122.

Frente a la provisión por obsolescencia de bienes inactivos afirmó que le asistía la razón a la parte actora por cuanto no pretendía que se aceptara una deducción de una provisión sino el valor provisionado en el año 1999, pero cuya pérdida ocurrió en el año 2000.

Finalmente, dijo que la controversia giró en torno a la aplicación del artículo 107 del E.T. Que, en consecuencia no se podía afirmar que la parte actora hubiera incurrido en una inexactitud sancionable, ya que los argumentos expuestos en relación con la necesidad de los gastos llevados como deducibles resultaban válidos y controvertibles, sólo que no fueron aceptados, pero que resultaban suficientes para eximir a la empresa demandante de la sanción por inexactitud.

RECUSACIÓN 

Mediante oficio del 28 de julio de 2010
, la parte actora formuló recusación contra la Dra. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez, con fundamento en el numeral 12º del artículo 150 del C.P.C. Manifestó que las actos administrativos demandados se fundaron, entre otros, en los conceptos 61852 del 27 de septiembre de 2002, 52216 del 16 de agosto de 2002, 71050 del 31 de octubre de 2002, 17218 del 20 de marzo de 2002, que fueron suscritos por la Dra. Ortiz, en su condición de Jefe de la Oficina Jurídica de la DIAN, cargo que ocupó antes de ser designada como Consejera de Estado. La Sala, mediante auto del 16 de agosto de 2012
, declaró fundada la recusación.

3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

En los términos del recurso de apelación interpuesto por las partes, la Sala decide sobre la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión No. 50642002000020 del 7 de junio de 2004, por medio de la cual la DIAN modificó la declaración del impuesto sobre renta y complementarios presentada por Bristol Myers Squibb LTDA. por el año gravable 2000, y la Resolución No. 050662005000003 que confirmó la liquidación oficial.

Concretamente analizará, i) si procedía el rechazo del costo por destrucción de inventarios, ii) si eran deducibles: el pago de la contribución a la Superintendencia de Sociedades, los pagos hechos a clubes sociales y la provisión por pérdidas de bienes no utilizados, y iii) si procedía la sanción por inexactitud.

Para decidir, se tienen como relevantes y ciertos los siguientes hechos:

1. El 6 de abril de 2001, Bristol Myers Squibb LTDA. presentó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios correspondiente al año 2000 en la que liquidó
: 

	Renglón
	Concepto


	Valor

	30
	Costo de ventas 
	$53.513.593.000

	45
	Otras deducciones 
	$14.551.472.000

	82
	Total saldo a favor 
	$2.628.051.000


2. El 8 de septiembre de 2003, la DIAN profirió el Requerimiento Especial No. 050632003000035
 en el que propuso modificar la declaración referida para rechazar los costos y las deducciones según se detalla a continuación. Por las modificaciones hechas, el saldo a favor se calculó en $1.131.039.000. Se propuso la imposición de la sanción por inexactitud en cuantía de $1.809.662.000.

	Renglón
	Concepto
	Valor

	30
	Costo de ventas 

Mercancía dada de baja por destrucción      60.585.000

Devoluciones                                          1.793.503.000

Utilización provisiones año anterior            502.768.000
	$2.356.856.000

	45
	Otras deducciones 

Contribución Supersociedades                   15.426.000

Clubes sociales                                         105.357.643

Obsolescencia bienes inactivos                753.898.858
	$874.683.000


3. El 7 de junio de 2004, la DIAN expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 50642002000020
, que modificó el denuncio privado de renta de año gravable 2000 en los términos propuestos en el requerimiento especial.

4. El 30 de junio de 2005, previa interposición del recurso de reconsideración, la DIAN profirió la Resolución No. 050662005000003
, que confirmó la Liquidación Oficial de Revisión No. 50642002000020.

Se procede a hacer el análisis de las causales de nulidad.

1. Desconocimiento del costo de venta de la pérdida por destrucción de inventarios. Violación de los artículos 95, numeral 9; 338 y 363 C.P.; 26, 77 y 107 E.T.;  y 264 de la Ley 223 de 1995 por falta de aplicación. Violación de los artículos 63 y 64 E.T. y 25 y 28 del Decreto 187 de 1975 por interpretación errónea, y 148 E.T. por indebida aplicación. $2.356.856.000
1.1. Rechazo del costo de ventas por Mercancía dada de baja por destrucción  ($60.585.000) y por devoluciones (1.793.503.000) y la utilización de provisiones del año anterior ($502.768.000).

La DIAN rechazó costos por $2.356.856.000 del total de $53.513.593.000 declarados en el denuncio del impuesto sobre la renta del año gravable 2000, que corresponden a los siguientes rubros: i) mercancía dada de baja por destrucción: $60.585.000, ii) devoluciones: $1.793.503.000 y iii) utilización de la provisión constituida el año anterior: $502.768.000. 

Para rechazar los costos, la DIAN sustentó que el sistema de inventarios permanentes utilizado por la parte actora no permite que sea afectado con pérdidas por la destrucción de las mercancías, pues no existe norma que así lo establezca. Que las únicas pérdidas aceptadas fiscalmente son las que ocurren sobre los bienes usados en la actividad productora de renta por fuerza mayor o caso fortuito, conforme al artículo 148 E.T., situación que no se presentó en el presente caso, pues en la actividad desarrollada por la parte actora es posible prever el vencimiento de los medicamentos.

Adicionalmente, en relación con las provisiones constituidas en el año 1999, sostuvo que no era posible solicitar esta expensa como deducible, ya que sólo se reconocen fiscalmente las provisiones de que tratan los artículos 112, 145 y 146 E.T.

Para resolver la apelación, la Sala advierte que es criterio reiterado de esta corporación que en aquellos casos en los que el contribuyente está obligado por disposición legal a establecer el costo de los activos movibles por el sistema de inventarios permanentes, esta circunstancia no es suficiente para rechazar las erogaciones generadas por la destrucción de inventarios, ya que si esa medida tiene origen en disposiciones de tipo sanitario, de salubridad pública o en prácticas mercantiles usuales, tal expensa está autorizada si se cumplen los requisitos del artículo 107 del E. T.
.

La Sala también ha dicho que la erogación derivada de la destrucción de inventarios puede ser reconocida como un gasto, pero también ha admitido que se solicite como deducción, y, en esos casos, no es procedente rechazar la expensa si se acreditan los requisitos previstos en el artículo 107 del E. T.
, para que las expensas sean deducibles, esto es, que el hecho ocurrió en el respectivo año gravable, que tiene relación de causalidad con la actividad productora de renta, que es necesario y proporcional. 

Del igual modo, ha aceptado que además de la deducción por la pérdida o destrucción de medicamentos, es procedente la destrucción de otro tipo de mercancías, según lo que se pruebe en cada caso, y que dicho tratamiento procede tanto para comercializadores como para productores, pues en ambos casos, dependiendo del tipo de bienes, pueden estar sometidos a disposiciones de tipo sanitario o de otra índole, que los obliga a destruir los activos movibles por razones de deterioro, vencimiento, desuso, etc., y que lo mismo puede ocurrir en sectores donde la destrucción de inventarios ocurre por tratarse de una práctica mercantil usual
.

Con fundamento en lo anterior, la Sala procede a decidir si en el presente caso se cumplen los presupuestos para aceptar la deducción por destrucción de inventarios solicitada por la parte actora.

1.1.1. Análisis del caso concreto.

Las pruebas obrantes en el expediente dan cuenta de que durante el año gravable 2000 la demandante dio de baja inventario vencido y devuelto por sus clientes por expiración del producto, razón por la cual fue destruido. 

Así, la sociedad allegó al proceso las Actas de destrucción 079 a 102
 en las que se dejó la constancia de la destrucción de diferentes tipos de productos mediante incineración. De igual manera, aportó las notas de transferencia adjuntas a cada una de las actas en las que se advierte que los bienes destruidos fueron dados de baja del inventario durante el año gravable 2000.

Adicionalmente a lo anterior, las pruebas dan cuenta de que los saldos de las subcuentas 61204553
 y 61204557
 en las que la parte actora registró las provisiones para mercancía dada de baja y para la pérdida por devoluciones, respectivamente, al cierre del ejercicio en discusión reflejan los valores glosados por la Administración
, esto es, $60.585.082 y $1.793.503.458, por esos conceptos.

En esas condiciones, teniendo en cuenta que la demandante tiene por objeto social “IMPORTAR, EXPORTAR, FABRICAR, COMPRAR Y VENDER PREPARACIONES FARMACÉUTICAS, MÉDICAS, QUÍMICAS, BIOLÓGICAS E INSECTICIDAS, DROGAS MEDICINAS, ANTIBIÓTICOS, UNGÜENTOS, LINIMENTOS, SUEROS, VACUNAS”
 (…)  para la Sala está demostrado que la destrucción de las mercancías llevada a cabo por la sociedad obedeció al vencimiento o expiración de los productos, procedimiento que debe realizarse en cumplimiento de disposiciones legales o administrativas invocadas por la demandante
 y que tienen por objeto garantizar la seguridad de los consumidores.

En consecuencia, la Sala considera que las razones que justificaron la destrucción de los inventarios son suficientes para aceptar el costo llevado a la declaración del impuesto sobre la renta del año 2000 por concepto de mercancía dada de baja y pérdida por devoluciones. 

En efecto, como pérdida del activo movible obedeció a la destrucción que se hizo en cumplimiento de un deber legal es claro que se cumple el requisito de necesidad. De igual modo, la pérdida que se llevó como costo tiene relación de causalidad con la actividad productora de renta en tanto que la destrucción tiene ocurrencia ordinariamente en el giro ordinario de los negocios de la empresa y, es proporcionado el valor de la pérdida que se declaró como costo de venta ($1.854.088.000) con el ingreso que por el año gravable 2000 obtuvo la empresa y que ascendió a $102.482.682.0000.

1.2. Utilización provisiones año anterior ($ 502.768.000)

De otra parte, y cómo se advirtió previamente, la Administración desconoció como costo de venta la suma de $502.768.000, que, según la demandante, correspondía a la utilización, en el año 2000, de una provisión constituida el año 1999. Que a esa provisión, en el año 1999, se le dio el tratamiento de gasto no deducible; de tal suerte que como en el año 2000 tuvo lugar la contingencia provisionada, se declaró esa provisión como costo de venta.

Para acreditar el tratamiento alegado, la demandante aportó el certificado expedido por el Revisor Fiscal de la compañía para demostrar el siguiente movimiento de la cuenta 14306001
: 
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$ 104.236 

Concepto
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$ 17.512.249  $ 21.848.719  $ 13.712.160 

$ 7.253.190 

Saldo a 1º de enero 

de 2000

Valor aumentos 


Como se observa, el valor del saldo inicial de la provisión, esto es, el registrado a 1º de enero del periodo en discusión asciende a $502.593.722, valor aproximado al que glosó la DIAN. De igual manera, obra en el expediente el movimiento de la cuenta 61204554
, cuyo saldo final corresponde al valor del importe de la glosa.

Sin embargo, para la Sala, ninguna de las pruebas aportadas acreditan que, en efecto, la parte actora incurrió en el gasto solicitado por la destrucción de mercancía dada de baja ni la forma en que se descargó la provisión, o lo que es igual, que lo solicitado como costo de venta sea efectivamente la utilización de una provisión por la destrucción de inventarios. 

En conclusión, la Sala acepta como costo los valores correspondientes a la mercancía dada de baja por destrucción de inventarios por valor de $60.585.000 y pérdida en devoluciones en cuantía de $1.793.503.000, pero rechaza la provisión de mercancía dada por $502.768.000, en razón a que no se demostró la utilización efectiva de la provisión.

2. Otras deducciones

La Sala advierte que, contrario a lo señalado por la demandante, la litis no se contrae a dirimir si la DIAN interpretó de manera errónea el artículo 107 del E.T., puesto que las partes coinciden en que, conforme con esa norma, son deducibles las expensas que tengan relación de causalidad con la actividad productora de renta, sean necesarias y proporcionales. 

La litis, en realidad, gira en torno a establecer si las expensas, por valor de $874.683.000, que fueron llevadas como deducciones a la declaración del impuesto sobre la renta de año gravable 2000 se subsumen en el artículo 107 del E.T. para que sean reconocidas fiscalmente.

En ese entendido, se procede a analizar las expensas deducidas que fueron rechazadas por la DIAN. No prospera el recurso de apelación de la DIAN.

2.1. Contribución a la Superintendencia de Sociedades. $15.426.000.

La deducibilidad del gasto generado por el pago de la contribución a la Superintendencia de Sociedades fue reconocida por la Sala al decidir sobre la nulidad del Concepto No. 52218 del 16 de agosto de 2002
, en el que se había señalado que “La contribución especial para sufragar los gastos de funcionamiento de la Superintendencia de Sociedades, de que trata el artículo 88 de la Ley 222 de 1995, no puede tratarse como deducción en el impuesto sobre la renta.”

En la providencia referida, la Sala sostuvo que la Contribución a la Superintendencia de Sociedades, en su calidad de aporte parafiscal efectuado por los contribuyentes del impuesto sobre la renta que sean sociedades comerciales bajo su control y vigilancia, constituye una deducción como quiera que hace parte de los egresos que con el fin de dar cumplimiento a disposiciones legales de carácter obligatorio deben cumplir las personas jurídicas y, en consecuencia, forman parte de los gastos por administración de los entes económicos.

En este sentido la Sala reconoce este gasto como deducible. No prospera el recurso de apelación de la DIAN.
2.2. Pagos a agremiaciones y clubes sociales. $105.357.000.

Si bien en la demanda la parte actora señala que la deducción que se desconoce corresponde a los pagos efectuados a clubes sociales y a asociaciones gremiales, los antecedentes administrativos dan cuenta de que la DIAN únicamente discutió los pagos a clubes sociales
, tal como se precisó en la página 17 de esta sentencia, en la que, en el punto No. 2 de los hechos relevantes para decidir el caso, se discriminaron los conceptos que la DIAN glosó en el requerimiento especial. Por lo tanto, la Sala solo se pronunciará sobre el rechazo de la deducción por los pagos hechos a los clubes sociales.

Sobre estas expensas en particular, la Sala ha considerado que no son deducibles del impuesto de renta, pues no son gastos necesarios para poder desarrollar la actividad productora de renta. Aunque ha reconocido que se trata de erogaciones que, si bien reportan algún tipo de beneficio, no puede considerarse que tales pagos son indispensables para obtener la renta, en una relación de causa – efecto.
En el mismo sentido, ha sostenido que los gastos que realizan los contribuyentes para el mantenimiento de buenas relaciones públicas y comerciales, carecen de relación de causalidad con la actividad productora de renta y no son necesarios para el desarrollo del objeto social al no ser indispensables para la generación de la renta, al punto de que si nos los hubiera realizado hubiera sido imposible ejecutar su objeto social
, de tal forma que no son deducibles.
Bajo este criterio, no es procedente la deducción del gasto incurrido por concepto de pagos efectuados a clubes sociales. No prospera el recurso de apelación de la demandante.

2.3. Provisión por obsolescencia de bienes inactivos. $753.898.000.

La parte actora alegó que en el año gravable 2000 utilizó una provisión constituida en el año 1999 para reconocer las pérdidas que ocurrieran en la venta de maquinaria obsoleta, la cual, por no haber sido tratada como deducible al momento de su constitución, se convertía en gasto deducible en el periodo en el que está se utilizó.

Como prueba de lo anterior aportó el certificado expedido por el Revisor Fiscal de la compañía para demostrar el siguiente movimiento de la cuenta 18059506
 denominada Provisión para desvalorización de maquinaria inactiva, a lo largo del año gravable en discusión: 

	Saldo inicia 1º de enero de 2000
	$876.826.472

	Valor aumentos 
	0

	Valor disminuciones o cargos 
	$753.898.858

	Saldo a 31 diciembre de 2000
	$122.927.614

	Movimiento neto de la provisión 
	$753.898.858


De igual forma, obran en el expediente copias de los estados financieros de la compañía en los que consta que a 31 de diciembre de 1999
 y a 31 de diciembre de 2000
, existían provisiones para maquinaria inactiva por valor de $876.826.000 y $122.927.000, importes que coinciden con los señalados por el revisor fiscal.

La Sala considera que las pruebas aportadas dan cuenta del movimiento de la provisión objeto de la glosa, pero no acreditan que la parte actora haya castigado la provisión durante el periodo gravable en discusión, de tal suerte que no prospera el recurso de apelación que interpuso la demandante.

3. Sanción por inexactitud.

Sobre esta sanción, la Sala ha dicho que tiene naturaleza accesoria, pues deviene como consecuencia de la comprobación de los presupuestos que consagra el artículo 647
 del E.T. para su imposición y que se relacionan directamente con los datos e información contenida en la declaración, vale decir con los factores sobre los cuales se calcula el impuesto y del que se deriva el saldo a pagar o a favor, según corresponda
.

El artículo 647, ibídem, señala, además, que no habrá lugar a imponer la sanción por inexactitud cuando el menor valor a pagar devenga de errores de apreciación o diferencias de criterio relativos al derecho aplicable. 

Sobre este particular la Sala ha dicho que la discrepancia entre el fisco y el contribuyente que da lugar a la exoneración de la sanción por inexactitud debe consistir en una argumentación sólida, que aunque equivocada, permita concluir que la interpretación en cuanto al derecho aplicable le permitió creer que su actuación estaba amparada legalmente y no cuando se presentan argumentos que a pesar de una apariencia jurídica carecen de fundamento objetivo y razonable
.

Lo anterior implica que cuando el artículo 647 del E.T. se refiere a la interpretación del derecho aplicable, claramente se refiere a “la interpretación del derecho propiamente dicha”, lo que excluye la interpretación sobre los hechos discutidos
, tal como ocurrió en el presente caso. 

Por lo expuesto, se propone la siguiente liquidación:
	LIQUIDACIÓN



	CONCEPTOS
	RENG.
	LIQ. PRIVADA
	LIQ. DIAN
	LIQ. CONS. EST.

	 PATRIMONIO LIQUIDO 
	 AB 
	                  968.324.000 
	                  968.324.000 
	                  968.324.000 

	 DEPRECIAC. AMORTIZAC., AGOTAM. 
	 AC 
	                  373.249.000 
	                  373.249.000 
	                  373.249.000 

	 CIFRA DE CONTROL 1 
	 SS 
	        1.341.573.000 
	        1.341.573.000 
	        1.341.573.000 

	 ACTIVOS FIJOS 
	 AJ 
	                  848.588.000 
	                  848.588.000 
	                  848.588.000 

	 OTROS ACTIVOS NO MONETARIOS 
	 AL 
	                           36.000 
	                           36.000 
	                           36.000 

	 CIFRA DE CONTROL 2 
	 ST 
	          848.624.000 
	          848.624.000 
	          848.624.000 

	 EFECT., BCOS., INVERS.MOBIL. CTAS. POR COBRAR 
	 PA 
	                  705.452.000 
	                  705.452.000 
	                  705.452.000 

	 CUENTAS POR COBRAR CLIENTES , OTRAS CUENTAS POR COBRAR 
	 EQ 
	              38.943.315.000 
	              38.943.315.000 
	              38.943.315.000 

	 CTAS. POR COBRAR ACCIONISTAS Y COMPAÑÍAS VINCULADAS 
	 EO 
	              10.419.473.000 
	              10.419.473.000 
	              10.419.473.000 

	 INVENTARIOS 
	 PC 
	              14.409.822.000 
	              14.409.822.000 
	              14.409.822.000 

	 ACTIVOS FIJOS NO DEPRECIABLES 
	 PW 
	                  205.005.000 
	                  205.005.000 
	                  205.005.000 

	 ACT. FIJOS DEPREC.,AMORTIZA., INTANGI. Y AGOTABLES 
	 EU 
	                8.586.831.000 
	                8.586.831.000 
	                8.586.831.000 

	 MENOS: DEPRECIAC. ACUMULADA 
	 PE 
	               4.434.303.000 
	               4.434.303.000 
	               4.434.303.000 

	 OTROS ACTIVOS 
	 PF 
	                1.684.707.000 
	                1.684.707.000 
	                1.684.707.000 

	 TOTAL PATRIMONIO BRUTO 
	 PG 
	      70.520.302.000 
	      70.520.302.000 
	      70.520.302.000 

	 CUENTAS POR PAGAR PROVEEDORES
	 OA 
	               2.064.758.000 
	               2.064.758.000 
	               2.064.758.000 

	 CTAS. POR PAGAR, CIAS. VINCUL. Y ACCIONISTAS O SOCIOS 
	 OB 
	              16.489.499.000 
	              16.489.499.000 
	              16.489.499.000 

	 PREST. POR PAGAR SECTOR FINAN. 
	 OC 
	              34.564.031.000 
	              34.564.031.000 
	              34.564.031.000 

	 OTROS PASIVOS 
	 OI 
	               2.878.958.000 
	               2.878.958.000 
	               2.878.958.000 

	 TOTAL PASIVO 
	 PH 
	      55.997.246.000 
	      55.997.246.000 
	      55.997.246.000 

	 TOTAL PATRIMONIO LIQUIDO  
	 PI 
	      14.523.056.000 
	      14.523.056.000 
	      14.523.056.000 

	 TOTAL PATRIM. LIQUIDO NEGAT. 
	 PL 
	                         -   
	                         -   
	                         -   

	 VENTAS BRUTAS 
	 IL 
	            102.218.386.000 
	            102.218.386.000 
	            102.218.386.000 

	 SERVICIOS, HONOR. Y COMISIONES. 
	 IS 
	                   159.227.000 
	                   159.227.000 
	                   159.227.000 

	 INTER. Y RENDIMIENTOS FINANCIEROS
	 IC 
	                2.202.671.000 
	                2.202.671.000 
	                2.202.671.000 

	 DIVIDENDOS Y PARTICIPACIONES 
	 ID 
	                                   -   
	                                   -   
	                                   -   

	 OTROS INGRESOS DISTINTOS DE LOS ANTERIORES 
	 IE 
	         10.638.820.000,00 
	              10.638.820.000 
	              10.638.820.000 

	 TOTAL INGRESOS BRUTOS 
	 IV 
	      115.219.104.000 
	      115.219.104.000 
	      115.219.104.000 

	 MENOS: DEVOL., DESTOS Y REBAJ. 
	 IR 
	              12.726.417.000 
	              12.726.417.000 
	              12.726.417.000 

	 OTROS ING. NO CONSTIT. DE  RTA. NI GANANCIA OCASIONAL 
	 LV 
	                     10.005.000 
	                     10.005.000 
	                     10.005.000 

	 TOTAL INGRESOS NETOS 
	 IG 
	    102.482.682.000 
	    102.482.682.000 
	    102.482.682.000 

	 COSTOS DE VENTA (PARA SISTEMA PERMANENTE) 
	 CV 
	              53.513.593.000 
	              51.156.737.000 
	              53.010.825.000 

	 TOTAL COSTOS 
	 CT 
	      53.513.593.000 
	       51.156.737.000 
	      53.010.825.000 

	 MAS: COMIS.,  HONOR. Y SERVIC. 
	 CE 
	                1.039.284.000 
	                1.039.284.000 
	                1.039.284.000 

	 SALARIOS Y PRESTAC., OTROS PAGOS LABOR.(INCLU. APORT.PARAF.) 
	 DC 
	              15.600.628.000 
	              15.600.628.000 
	              15.600.628.000 

	 INTER. DEMAS GTOS. FINAN. NALES. 
	 DF 
	              12.525.930.000 
	              12.525.930.000 
	              12.525.930.000 

	 GTOS. EFECTUADOS  EXTERIOR 
	 DH 
	                  683.938.000 
	                  683.938.000 
	                  683.938.000 

	 DEPREC., AMORTIZAC., AGOTAM. 
	 DP 
	                   653.971.000 
	                   653.971.000 
	                   653.971.000 

	 DEDUC. IVA POR BNES. DE CAPITAL 
	 BW 
	                     38.219.000 
	                     38.219.000 
	                     38.219.000 

	  OTRAS DEDUCC. (SERVICIOS, ARRENDAMIENTO, ETC.) 
	 CX 
	              14.551.472.000 
	              13.676.789.000 
	              13.692.215.000 

	 TOTAL DEDUCCIONES 
	 DT 
	      45.093.442.000 
	      44.218.759.000 
	      44.234.185.000 

	 RENTA LIQUIDA DEL EJERCICIO 
	 GJ 
	       3.875.647.000 
	        7.107.186.000 
	       5.237.672.000 

	 COMPENSACIÓN POR PERDIDAS 
	 GK 
	                3.324.916.000 
	                3.324.916.000 
	                3.324.916.000 

	 RENTA LIQUIDA  
	 RA 
	           550.731.000 
	       3.782.270.000 
	        1.912.756.000 

	 O PERDIDA LIQUIDA 
	 RB 
	                                   -   
	                                   -   
	                                   -   

	 RENTA PRESUNTIVA 
	 RC 
	                   550.731.000 
	                   550.731.000 
	                   550.731.000 

	 TOTAL RENTAS EXENTAS 
	 ED 
	                         -   
	                         -   
	                         -   

	RENTA LIQUIDA GRAVABLE
	RE
	           550.731.000 
	       3.782.270.000 
	        1.912.756.000 

	IMPUESTO SOBRE RENTA GRAV.
	LA
	           192.756.000 
	        1.323.795.000 
	          669.465.000 

	 IMPUESTO NETO DE RENTA 
	 LC 
	           192.756.000 
	        1.323.795.000 
	          669.465.000 

	 IMPUESTO RECUPERADO 
	 LL 
	                         -   
	                         -   
	                         -   

	 TOTAL IMPUESTO  NETO DE RENTA 
	 LN 
	           192.756.000 
	        1.323.795.000 
	          669.465.000 

	 TOT. IMP. A CARGO/IMP. GENERADO POR OPERACIONES GRAVADAS
	 FU 
	           192.756.000 
	        1.323.795.000 
	          669.465.000 

	 RENDIMIENTOS FINANCIEROS 
	 MC 
	                      2.630.000 
	                      2.630.000 
	                      2.630.000 

	 AUTORRETENCIONES 
	 MJ 
	                2.818.177.000 
	                2.818.177.000 
	                2.818.177.000 

	 TOTAL RETENCI. AÑO GRAVABLE 
	 GR 
	       2.820.807.000 
	       2.820.807.000 
	       2.820.807.000 

	 MAS: SANCIONES 
	 VS 
	                                   -   
	        1.809.662.000 
	          762.734.000 

	 TOTAL SALDO A PAGAR 
	 HA 
	                         -   
	           312.650.000 
	                         -   

	 O TOTAL SALDO A FAVOR 
	 HB 
	        2.628.051.000 
	                         -   
	        1.388.608.000 

	 RENGLÓN CV: COSTO DE VENTAS 
	
	
	
	      53.010.825.000 

	 Valor aceptado por la DIAN 
	
	
	              51.156.737.000 
	

	 Más: Costos aceptados por el Consejo de Estado: 
	
	                1.854.088.000 
	

	Mercancía dada de baja por destrucción 
	
	                    60.585.000 
	
	

	Pérdida en devoluciones                           
	                1.793.503.000 
	
	

	 RENGLÓN CT: TOTAL COSTOS 
	
	
	
	      53.010.825.000 

	 Valor aceptado por la DIAN 
	
	
	              51.156.737.000 
	

	 Más: Costos aceptados por el Consejo de Estado: 
	
	                1.854.088.000 
	

	 RENGLÓN CX: OTRAS DEDUCCIONES 
	
	
	       13.692.215.000 

	 Valor aceptado por la DIAN 
	
	
	              13.676.789.000 
	

	 Más: Deducc. aceptadas por el Consejo de Estado: Pago Super. Intend. Soc. 
	                     15.426.000 
	

	 RENGLÓN DT: TOTAL DEDUCCIONES 
	
	
	      44.234.185.000 

	 Total Deducciones aceptadas por la DIAN 
	
	
	              44.218.759.000 
	

	 Más: Deducción aceptada por el Consejo de Estado 
	
	                     15.426.000 
	

	 RENGLÓN GJ: RENTA LIQUIDA DEL EJERCICIO 
	
	       5.237.672.000 

	 Renglón IG: Total Ingresos Netos 
	
	
	            102.482.682.000 
	

	 Menos: Renglón CT: Total Costos 
	
	
	              53.010.825.000 
	

	 Menos: Renglón DT: Total Deducciones 
	
	
	              44.234.185.000 
	

	 RENGLÓN RA: RENTA LIQUIDA 
	
	
	
	        1.912.756.000 

	 Renglón GJ: Renta Líquida del Ejercicio 
	
	
	               5.237.672.000 
	

	 Menos: Renglón GK: Compensación por pérdidas 
	
	                3.324.916.000 
	

	 RENGLÓN RE: RENTA LIQUIDA GRAVABLE 
	
	
	        1.912.756.000 

	 RENGLÓN LA: IMPUESTO SOBRE LA RENTA LIQUIDA GRAVABLE 
	          669.465.000 

	 Renglón RE: Renta Líquida Gravable 
	
	
	                1.912.756.000 
	

	 Por tarifa de impuesto de Renta 
	
	
	35%
	

	 RENGLONES: LC, LN Y FU: IMP.NETO RTA.,TOT.IMP.NETO RTA Y T.IMP.CARGO 
	          669.465.000 

	 RENGLÓN VS: MAS SANCIONES 
	
	
	
	          762.734.000 

	 SANCIÓN DE INEXACTITUD: 
	
	
	
	

	 Impuesto a cargo presente declaración 
	
	
	                  669.465.000 
	

	 Menos: Impuesto a cargo liquidación privada 
	
	
	                   192.756.000 
	

	 MAYOR IMPUESTO PRESENTE LIQUIDACIÓN 
	
	                  476.709.000 
	

	 Por tarifa de sanción de inexactitud 
	
	
	160%
	

	 RENGLÓN HB: O TOTAL SALDO A FAVOR 
	
	
	        1.388.608.000 

	 Renglón FU: Total Impuesto a Cargo 
	
	
	                  669.465.000 
	

	 Menos: Renglón GR: Total Retenciones año Gravable 
	
	               2.820.807.000 
	

	 Más: Renglón VS: Sanciones 
	
	
	                  762.734.000 
	


En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO: CONFÍRMASE el numeral primero de la sentencia del 14 de septiembre de 2009 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en el contencioso de nulidad iniciado por BRISTOL MYERS SQUIBB DE COLOMBIA S.A. contra la U.A.E. DIAN.

SEGUNDO: MODIFÍCASE  el numeral segundo de la sentencia del 14 de septiembre de 2009 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca , el cual quedará así:

SEGUNDO: Como restablecimiento del derecho FÍJESE como total saldo a favor de la actora la suma de mil trescientos ochenta y ocho millones seiscientos ocho mil pesos  mcte ($1.388.608.000) conforme a la liquidación inserta en la parte considerativa del presente proveído.

TERCERO. RECONÓCESE a la abogada Maritza Alexandra Díaz Ramos como apoderada de la DIAN.

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ

Presidente

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA
� Folios 833 a  859 cuaderno 1A
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�  Folios 19 al 22 del C.P.
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� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P: MARIA INÉS ORTIZ BARBOSA. Bogotá, D.C., 25 de septiembre de 2006. Número de radicación: 250002327000200300434-01. Número interno: 15032. Actor: EMPRESA COLOMBIANA DE PRODUCTOS VETERINARIOS S.A VECOL S.A. Demandado: DIAN. 
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� Saldo: $60.585.082
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� Folio 707 del C.A.A. No. 2.


� Folio 3 del C.A.A.


� Decreto-Ley 1298 de 1994, Estatuto Orgánico del Sistema de Seguridad Social en Salud, Decreto 677 de 1995 y la Resolución 3183 de 1995 del Ministerio de Salud.


� Folios 157 al 159 del C.A.A.


� Folio 707 del C.A.A. No. 2.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P.: JUAN  ÁNGEL PALACIO HINCAPIÉ. Bogotá, D.C., 13 octubre de 2005. Número de radicación: 11001-03-27-000-2002-00116-01. Número interno: 13631. Acumulado con el proceso de número de radicación 11001-03-27-000-2003-00073-01 y número interno 14122. Actores: JOSÉ ALBERTO MARTÍNEZ MENÉNDEZ Y CELSO VICENTE AMAYA MANTILLA Demandado: DIAN.


� Folios 23 y 98 del C.A.A. 2.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA. Bogotá, D.C. 10 de marzo de 2011.  Número de radicación: 25000-23-27-000-2006-00788-01. Número interno: 16966. Actor:	 GLAXO SMITHKLINE COLOMBIA S.A. Demandado: DIAN. 


� Folios 591 del C.A.A.


� Folio 297 del C.A.A. 2


� Folio 140 del C.A.A. 1.


�Artículo 647. Constituye inexactitud sancionable en las declaraciones tributarias, la omisión de ingresos, de impuestos generados por las operaciones gravadas, de bienes o actuaciones susceptibles de gravamen, así como la inclusión de costos, deducciones, descuentos, exenciones, pasivos, impuestos descontables, retenciones o anticipos, inexistentes, y, en general, la utilización en las declaraciones tributarias, o en los informes suministrados a las Oficinas de Impuestos, de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados, de los cuales se derive un menor impuesto o saldo a pagar, o un mayor saldo a favor para el contribuyente o responsable. Igualmente, constituye inexactitud, el hecho de solicitar compensación o devolución, sobre sumas a favor que hubieren sido objeto de compensación o devolución anterior. (…). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencia del 25 de noviembre de 2004, Exp. 14016, C.P. María Inés Ortiz Barbosa. 


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA C.P. HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá, D.C. 22 de marzo de 2011. Número de radicación: 250002327000200700144 01. Número interno: 17205. Actor: COMUNICACIÓN CELULAR S.A. COMCEL. Demandado: DISTRITO CAPITAL
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